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Sentencia de 4 de abril de 2018
Radicación Nro.


66001-31-05-004-2015-00137-01

Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


María Eunilse Soto Parra 
Interv. Ad:                                      Paula Andrea Soto Hoyos     
Demandado:


Porvenir S.A.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
               Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:



1. REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS COMPAÑEROS PERMANENTES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003 - En cuanto a los compañeros permanentes ha sido pacifica la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en manifestar que de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, les corresponde acreditar una convivencia con el causante igual o superior a los últimos 5 años anteriores a la fecha en que ocurrió el deceso.

Ahora bien, en lo que concierne al concepto de convivencia efectiva, real y material exigida por la norma en comento, tanto para cónyuges como compañeros permanentes supérstites, ha sostenido la Sala de Casación Laboral que se debe entender como aquella que se puede predicar de quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo, entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y vida en común; concepto que recordó en sentencia SL4099 de 22 de marzo de 2017 radicación Nº 34.785.
2. REQUISITOS EXIGIDOS A LOS PADRES DEL AFILIADO FALLECIDO - Cuando el causante afiliado al Sistema General de Pensiones haya dejado causada la pensión de sobrevivientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la ley 100 de 1993, esto es, que hubiere cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres últimos años anteriores al fallecimiento, le corresponde acreditar a los padres aspirantes a la pensión de sobrevivientes, la dependencia económica que tenían respecto de aquel, tal y como lo señala el literal D del artículo 47 de la ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003.
3. INTERPRETACIÓN DEL REQUISITO DE LA DEPENDENCIA ECONÓMICA LUEGO DE LA SENTENCIA C-111 DE 2006 DE LA C. CONSTITUCIONAL - A través de la sentencia de constitucionalidad C-111 del 22 de febrero de 2006, cuya ponencia estuvo a cargo del Magistrado, Dr. Rodrigo Escobar Gil, la honorable Corte Constitucional, decidió a petición de un ciudadano, declarar inexequible el nuevo alcance interpretativo que el artículo 13 de la Ley 797 de 2003  le  impregnó a la exigencia de la dependencia económica, en relación a los padres del causante que aspiraban a la pensión de sobrevivientes, retornándole a tal requisito el sentido hermenéutico que poseía en vigencia de los artículos 47 y 74 originales de la ley 100 de 1993, cuando no se exigía que la subordinación económica de aquellos, en relación al causante, fuera total y absoluta.
(…)

No obstante lo anterior, como el tiempo de convivencia entre ellos se prolongó durante 1 año 7 meses y 6 días, no es posible reconocer a favor de la señora Paula Andrea Soto Hoyos la pensión de sobrevivientes que reclama, al no haber existido un mínimo de convivencia de 5 años con anterioridad al deceso, como lo exige el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, como acertadamente lo definió la juzgadora de primera instancia.

(…)

De acuerdo con lo expuesto, concluye la Sala que a estos testimonios, no se les puede dar mérito probatorio en orden a acreditar la pretendida dependencia económica, pues como se mostró líneas atrás, lo dicho por ellos contradice abiertamente lo sostenido por la propia accionante, quien afirmó recibir directamente del causante la supuesta ayuda económica que le brindaba, además de sostener que no percibía ayuda por parte de sus otros hijos. En tal orden de ideas, necesario resulta concluir que el requisito de dependencia económica no quedó debidamente acreditado en el plenario; motivo por el que no hay lugar a reconocer a su favor la pensión de sobrevivientes que reclama.
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Hoy, cuatro de abril de dos mil dieciocho, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por MARÍA EUNILSE SOTO PARRA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 25 de septiembre de 2017, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la interviniente ad excludendum PAULA ANDREA SOTO HOYOS, dentro del proceso promovido en contra de PORVENIR S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2015-00137-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Eunilse Soto Parra que la justicia laboral declare que tiene derecho a que en su calidad de madre supérstite de Jorge Eliecer Zapata Soto se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello se condene a la AFP Porvenir S.A. a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 13 de julio de 2014 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Su hijo Jorge Eliecer Zapata Soto realizó cotizaciones al régimen de ahorro individual con solidaridad de manera ininterrumpida desde el 25 de febrero de 2008 hasta el 13 de julio de 2014 cuando falleció en un accidente de tránsito; al momento de su deceso ella dependía económicamente de su hijo, quien no tuvo cónyuge, ni compañera permanente, ni mucho menos hijos; elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes ante la AFP Porvenir S.A., quien en su momento negó la prestación económica.
Al dar respuesta a la demanda –fls.43 a 48- la AFP Porvenir S.A. manifestó que a la señora María Eunilse Soto Parra no se le reconoció la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del afiliado Jorge Eliecer Zapata Soto, porque existía otra reclamación en el mismo sentido por parte de la señora Paula Andrea Soto Hoyos quien alega ser la beneficiaria de la prestación económica en calidad de compañera permanente. No se opuso a las pretensiones manifestando que es la jurisdicción ordinaria laboral quien debe determinar si les asiste o no el derecho a la pensión de sobrevivientes. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Buena fe”, “Prescripción”, “Compensación”, “Inexistencia de la obligación de pagar intereses o indexaciones” y la “Innominada o genérica”.
Después de ser vinculada al proceso y debidamente notificada del auto admisorio de la demanda, la señora Paula Andrea Soto Hoyos dejó transcurrir el término de traslado en silencio, motivo por el que el despacho de conocimiento mediante auto de 23 de septiembre de 2016 corregido en providencia de 3 de octubre siguiente, le impuso las sanciones previstas en el parágrafo 2º del artículo 31 del C.P.T. y de la S.S.

En demanda de intervención ad excludendum, la señora Paula Andrea Soto Hoyos solicita que la justicia laboral declare que en su calidad de compañera permanente del señor Jorge Eliecer Zapata Soto se le reconozca la pensión de sobrevivientes y en consecuencia se condene a Porvenir S.A. a reconocer la prestación económica desde el 13 de julio de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Narra que: Convivió de manera continua e ininterrumpida con el señor Jorge Eliecer Zapata Soto desde el año 2007 hasta el 13 de julio de 2014, fecha en que él falleció en un accidente de tránsito; el 6 de febrero de 2015 solicitó ante Porvenir S.A. el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada mediante oficio Nº 0200001120197700 de 14 de junio de 2015; es ella quien dependía económicamente del afiliado fallecido y no su madre María Eunilse Soto Parra.

Al contestar la demanda –fls.28 a 33- la AFP Porvenir S.A. sostuvo que no se ha reconocido la pensión de sobrevivientes en favor de ninguna de las reclamantes, pues es la justicia laboral la llamada a resolver ese conflicto. No se opuso a las pretensiones expresando que se atenía a lo demostrado en el proceso. Planteó las excepciones de mérito que denominó “Buena fe”, “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación de pagar intereses o indexaciones” y la “Innominada o genérica”.
A su turno, la señora María Eunilse Soto Parra al responder la demanda ad excludendum –fls.47 a 50- se opuso a las pretensiones sosteniendo que es ella quien tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes en calidad de madre dependiente económicamente del causante. 
En sentencia de 25 de septiembre de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que las señoras María Eunilse Soto Parra y Paula Andrea Soto Hoyos no ostentan la calidad de beneficiarias del señor Jorge Eliecer Zapata Soto, en consideración a que la primera no dependía económicamente de su hijo y la segunda porque no demostró el requisito de convivencia previsto en el artículo 74 de la ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la ley 797 de 2003.
Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la señora María Eunilse Soto Parra interpuso recurso de apelación solicitando que se valoren nuevamente los testimonios traídos por solicitud de la demandante, ya que con ellos se acredita suficientemente la dependencia económica de María Eunilse frente a su hijo fallecido Jorge Eliecer Zapata Soto.

Al haber resultado la decisión completamente desfavorable a la interviniente ad excludendum, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor. 
En este estado se corre traslado a los apoderados para que presentes sus alegatos.
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Acreditaron las señoras María Eunilse Soto Parra y Paula Andrea Soto Hoyos los requisitos exigidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 para que se les reconozca la calidad de beneficiaras del señor Jorge Eliecer Zapata Soto?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS COMPAÑEROS PERMANENTES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.
Tiene dicho la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 20 de mayo de 2008 con radicación Nº 32.393, de 22 de agosto de 2012 con radicación Nº 45.600 y más recientemente en la de 13 de noviembre de 2013 radicación Nº 47.031 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en lo concerniente a los requisitos exigidos a los cónyuges y a los compañeros permanentes en los artículos 47 y 74 de la ley 100 modificados por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, que el requisito de la convivencia al momento del deceso del causante es indispensable para definir el derecho de los beneficiarios.

En cuanto a los compañeros permanentes ha sido pacifica la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en manifestar que de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, les corresponde acreditar una convivencia con el causante igual o superior a los últimos 5 años anteriores a la fecha en que ocurrió el deceso.
Ahora bien, en lo que concierne al concepto de convivencia efectiva, real y material exigida por la norma en comento, tanto para cónyuges como compañeros permanentes supérstites, ha sostenido la Sala de Casación Laboral que se debe entender como aquella que se puede predicar de quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo, entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y vida en común; concepto que recordó en sentencia SL4099 de 22 de marzo de 2017 radicación Nº 34.785. 

2. REQUISITOS EXIGIDOS A LOS PADRES DEL AFILIADO FALLECIDO

Cuando el causante afiliado al Sistema General de Pensiones haya dejado causada la pensión de sobrevivientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la ley 100 de 1993, esto es, que hubiere cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres últimos años anteriores al fallecimiento, le corresponde acreditar a los padres aspirantes a la pensión de sobrevivientes, la dependencia económica que tenían respecto de aquel, tal y como lo señala el literal D del artículo 47 de la ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. 

3. INTERPRETACIÓN DEL REQUISITO DE LA DEPENDENCIA ECONÓMICA LUEGO DE LA SENTENCIA C-111 DE 2006 DE LA C. CONSTITUCIONAL.

A través de la sentencia de constitucionalidad C-111 del 22 de febrero de 2006, cuya ponencia estuvo a cargo del Magistrado, Dr. Rodrigo Escobar Gil, la honorable Corte Constitucional, decidió a petición de un ciudadano, declarar inexequible el nuevo alcance interpretativo que el artículo 13 de la Ley 797 de 2003
 le  impregnó a la exigencia de la dependencia económica, en relación a los padres del causante que aspiraban a la pensión de sobrevivientes, retornándole a tal requisito el sentido hermenéutico que poseía en vigencia de los artículos 47 y 74 originales de la ley 100 de 1993, cuando no se exigía que la subordinación económica de aquellos, en relación al causante, fuera total y absoluta.

En ese sentido, la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL 14923 de 29 de octubre de 2014 radicación Nº 47.676 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno explicó que el hecho de que la dependencia económica no deba ser total o absoluta, no significa que cualquier estipendio que se les otorga a los familiares pueda ser tenido como prueba determinante para ser beneficiario de la pensión, pues la finalidad de esa prestación es servir de amparo para quienes se ven desprotegidos ante la muerte de quien les colaboraba realmente a mantener unas condiciones de vida determinadas; motivo por el que señaló que se deben configurar los siguientes elementos para su reconocimiento: i) Debe ser cierta y no presunta, esto es, que se tiene que demostrar efectivamente el suministro de recursos de la persona fallecida hacia el presunto beneficiario, y no se puede construir o desvirtuar a partir de suposiciones o imperativos legales abstractos como el de la obligación de socorro de los hijos hacia los padres; ii) La participación económica debe ser regular y periódica, de manera que no pueden validarse dentro del concepto de dependencia los simples regalos, atenciones, o cualquier otro tipo de auxilio eventual del fallecido hacía el presunto beneficiario; iii) Las contribuciones que configuran la dependencia deben ser significativas, respecto al total de ingresos de beneficiarios de manera que se constituyan en un verdadero soporte o sustento económico de éste; por lo que, tales asignaciones deben ser proporcionalmente representativas, en función de otros ingresos que pueda percibir el sobreviviente, de tal manera que si, por ejemplo, recibe rentas muy superiores al aporte del causante, no es dable hablar de dependencia.    

EL CASO CONCRETO

No es objeto de controversia en este proceso, por lo haberlo así aceptado la AFP Porvenir S.A. al responder la demanda inicial y la de intervención excluyente, que el señor Jorge Eliecer Zapata Soto fallecido el 13 de julio de 2014 como se aprecia en el registro civil de defunción –fl.15-, dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios por tener acreditadas más de 50 semanas de cotización dentro de los tres años anteriores a su deceso, como lo exige el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.

Ahora bien, sostienen las señoras Paula Andrea Soto Hoyos y María Eunilse Soto Parra, que en su calidad de compañera permanente y madre dependiente económicamente del causante respectivamente, tienen derecho a que se les reconozca la prestación económica.

Como quiera que de acreditar su condición de compañera permanente del causante, la señora Paula Andrea Soto Hoyos excluiría del derecho reclamado a la madre del causante, se analizará primero su reclamación.
Con el fin de acreditar la convivencia exigida en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, la señora Soto Hoyos solicitó que fueran escuchados los testimonios de Luz Miriam López Arango y Madely Ladino Becerra.

La señora Luz Miriam López Arango expresó que conoce a Paula Andrea desde hace unos 12 años aproximadamente debido a que ella era muy buena amiga de su hija; informa que aproximadamente en el año 2008 se dio cuenta que ella y Jorge Eliecer Zapata Soto sostenían una relación sentimental como novios, pues en ese entonces la demandante ad excludendum vivía con su madre; sostiene que puede dar fe de la convivencia entre ellos dos, desde el momento en el que les alquiló un apartamento en el corregimiento de San Clemente perteneciente al municipio de Guática, situación que se presentó desde el 8 de diciembre de 2012; indica que si bien él no permanecía en ese lugar todo el tiempo, ello obedecía  a que él trabajaba en Pereira, viajando cada ocho o quince días a San Clemente a visitar a Paula Andrea; dice que era él quien cancelaba el valor del arrendamiento y que se lo pagaba a ella directamente; describe el lugar que les alquiló como un salón grande en donde estaba la cocina y el baño, y en donde había un solo cuarto.
Por su parte la señora Madely Ladino Becerra sostuvo que como amiga de Paula Andrea desde hace muchos años, puede dar fe que ella y Jorge Eliecer Zapata Soto fueron compañeros permanentes desde el año 2007, pues fue en esa anualidad cuando su amiga se lo presentó como el compañero permanente; sin embargo, a pesar de emitir esa afirmación de manera categórica, posteriormente dice no saber en qué lugar se asentó la convivencia entre ellos indicando que lo desconoce porque desde hace mucho tiempo ella vive en el municipio de Quinchía; a continuación indica que ella vendía productos por catálogo y que su amiga era una de las personas que le encargaba, siendo Jorge Eliecer la persona que le cancelaba el monto de lo adeudado por Paula Andrea, y que era en esos momentos cuando tenía que cobrar el dinero, cuando iba y visitaba a la pareja en la casa, describiéndola como un lugar en el que había dos cuartos; pero a renglón seguido, dice realmente desconocer donde era que ellos vivían; seguidamente al preguntársele cuando fue la última vez que había visto con vida al señor Zapata Soto, indicó que ello fue en el año 2008 cuando asistieron conjuntamente a un velorio, sin embargo, después de que le insistieran sobre esa situación, atinó a decir que ella lo había visto un mes antes del deceso, cuando fue a cobrarle unos productos que había pedido Paula Andrea.
Al analizar los testimonios allegados por la demandante ad excludendum, se evidencia un afán de la señora Madely Ladino Becerra en favorecer con sus dichos los intereses de la señora Paula Andrea, pues a pesar de que en principio dice dar fe de que ellos convivían desde el año 2007, posteriormente dice no saber en dónde habían asentado su convivencia porque ella vivía desde hacía muchos años en Quinchía, sin embargo, a pesar de hacer evidente su falta de conocimiento, intenta hacer creer que debido a unas visitas que hacía en razón de sus actividades como vendedora por catálogo, conocía el apartamento donde vivían, haciendo una descripción que no corresponde a la realidad, pues como lo informó la propietaria del inmueble, el mismo no constaba de dos cuartos como ella lo afirmó; razones por las que no hay lugar a darle el valor probatorio pretendido por la tercero excluyente.
Quien sí hace un relato claro y espontáneo es la señora Luz Miriam López Arango, pues más allá de no observase en ella un interés marcado en favorecer a la señora Paula Andrea Soto Hoyos, lo dicho por ella, consistente en que la convivencia entre ellos inició en el año 2012, coincide con la certificación emitida por la EPS Salud Total –fls.19 cuaderno intervención ad excludendum- en el que se indica que el causante afilió como beneficiaria en salud a la señora Soto Hoyos desde el 21 de septiembre de 2012, es decir, desde ese momento la pareja tuvo la intención iniciar una vida en común, haciéndose más que evidente desde el 8 de diciembre de 2012 cuando Luz Miriam López les alquiló el apartamento en el que decidieron fijar su convivencia.
No obstante lo anterior, como el tiempo de convivencia entre ellos se prolongó durante 1 año 7 meses y 6 días, no es posible reconocer a favor de la señora Paula Andrea Soto Hoyos la pensión de sobrevivientes que reclama, al no haber existido un mínimo de convivencia de 5 años con anterioridad al deceso, como lo exige el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, como acertadamente lo definió la juzgadora de primera instancia.
En este punto de la providencia es oportuno manifestar que por solicitud de la parte demandante fue escuchado el testimonio del señor Héctor Fabio Montoya con el que se pretendía mostrar que entre el causante y la señora Paula Andrea Soto Hoyos no existió una real y efectiva convivencia, sin embargo, al mismo no hay lugar a darle el valor probatorio pretendido por la señora María Eunilse Soto Parra, por cuanto fue evidente su marcada intención de desacreditarla ante el despacho de conocimiento.
En cuanto al derecho reclamado por la señora María Eunilse Soto Parra, quien en su condición de madre sostiene que dependía económicamente de su hijo Jorge Eliecer Zapata Soto, es del caso, señalar que la propia accionante en interrogatorio de parte aseguró que era su hijo fallecido quien velaba por los gastos de su manutención, indicando que mensualmente Jorge Eliecer le entregaba $300.000, de los cuales $150.000 o $180.000 los destinaba al pago de los servicios públicos y el restante dinero lo dirigía a comprar la comida, informando que la casa era propia (tópico que negó en la información que brindó en el formulario de reclamación de la pensión de sobrevivientes –fls.51 a 53-) y fue contundente en expresar que esa ayuda siempre se la entregaba él personalmente y que nunca enviaba a nadie con el dinero, siendo enfática en expresar que era él el único de sus 5 hijos que le ayudaba económicamente.
Con el objeto de demostrar esas afirmaciones, la señora María Eunilse solicitó que fueran escuchados los testimonios de su hijos César Augusto y Yeine Celene Zapata Soto, quienes afirman que era su hermano Jorge Eliecer quien velaba por el sostenimiento de su madre, proveyéndole entre $300.000 y $400.000 mensuales para su manutención; no obstante lo anterior, no hacen ninguna descripción sobre el destino que le daba su madre a esos recursos; contrario a lo manifestado por su propia progenitora, dieron fe de que los recursos no eran entregados directamente por Jorge Eliecer a su mamá, sino que los enviaba con su hermano César Augusto desde la ciudad de Pereira, en razón a que él tenía que viajar con frecuencia a otras ciudades a nivel nacional e internacional por cuestiones laborales; contrariando nuevamente lo afirmado por la demandante, indicaron que su madre también recibía ayuda económica por parte de ellos dos, y particularmente César Augusto expresó que María Eunilse estuvo vinculada a la fuerza laboral, sin lograr ubicar esas actividades en el tiempo. También resulta del caso manifestar, que la señora Yeine Celene Zapata Soto, sostuvo que en realidad la vida de su madre no se vio afectada en la parte económica con el deceso de Jorge Eliecer, pues en realidad su afectación ha sido de tipo moral, ya que desde ese momento se le ve muy triste y decaída, en otras palabras, expresó que no era la misma.
De acuerdo con lo expuesto, concluye la Sala que a estos testimonios, no se les puede dar mérito probatorio en orden a acreditar la pretendida dependencia económica, pues como se mostró líneas atrás, lo dicho por ellos contradice abiertamente lo sostenido por la propia accionante, quien afirmó recibir directamente del causante la supuesta ayuda económica que le brindaba, además de sostener que no percibía ayuda por parte de sus otros hijos. En tal orden de ideas, necesario resulta concluir que el requisito de dependencia económica no quedó debidamente acreditado en el plenario; motivo por el que no hay lugar a reconocer a su favor la pensión de sobrevivientes que reclama.

Finalmente, hay que puntualizar que si bien en el interrogatorio de parte rendido por la señora Paula Andrea Soto Hoyos, surgió la inquietud de que ella afirmó haber tenido el 25 de enero de 2015 una hija que responde al nombre de Isabella y que era hija del causante, lo cierto es que, a pesar de que la falladora de primer grado la instó a que allegara la prueba que diera fe de esa circunstancia, ella no atendió tal requerimiento. En todo caso, debe tenerse presente que en este ordinario laboral lo que se estaba ventilando eran los derechos que reclamaban las señoras Soto Hoyos -en calidad de compañera permanente- y María Eunilse Soto Parra -como madre del causante-; por lo que la decisión que aquí se toma no tiene efectos de cosa juzgada frente al derecho pensional que eventualmente pudiera tener esa menor de edad, en caso de que efectivamente sea hija del fallecido Jorge Eliecer Zapata Soto. 

Así las cosas y luego de hacer claridad en esta última situación, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 25 de septiembre de 2017.

Costas en esta instancia a cargo de la señora María Eunilse Soto Parra en un 100%. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR  en costas en esta sede a la señora María Eunilse Soto Parra en un 100%. 
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
� Ley 797 de 2003. Art. 13. Norma que modificó los literales c) de los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993. La nueva reglamentación fue la siguiente: “Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:


(…)





d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de éste.  
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